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PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Enero veintidós de dos mil nueve. 

Acta número 003 de Enero 22 de 2009. 

Siendo las ocho y treinta de la mañana (8:30 a.m.) se da inicio a la audiencia pública, dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la demandante, contra la sentencia proferida por el señor Juez Tercero Laboral de este Circuito el 23 de Octubre del año que avanza, en el proceso ordinario que MARIA NELLY HUELGOS HERNÁNDEZ promueve en contra de INSTITUTO DE SEGURO SOCIAL.
En sesión previa que se hizo constar en el acta de la referencia, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA  

Por medio de apoderado judicial debidamente constituido, pretende la actora que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido que la ató al ente demandado entre el 23 de septiembre de 1969 y el 25 de junio de 2003, que en virtud al reconocimiento efectuado por el ISS a favor de la promotora del litigio, deben cancelarse las sumas respectivas por concepto de dominicales y festivos laborados en el año 2001 y, ante la falta de pago de las mismas, se imponga la indemnización moratoria de que trata el artículo 65 del Código Laboral. 

Fundamentos de hecho de tales pedidos son los siguientes:

Por medio de Resolución No. 5342 de 2006, la entidad que soporta la acción ordenó reconocer y pagar a la promotora del litigio, por concepto de dominicales y feriados laborados en el año 2001, unas sumas de dinero, las que nunca se han cancelado, requiriéndose el pago el 26 de octubre de 2007, con la respectiva indemnización moratoria, sin que se hayan cancelado las sumas respectivas.

Mediante auto del 18 de diciembre del año anterior, se admitió la demanda y se dio traslado a la parte demandada, la que constituyó portavoz judicial que se pronunció respecto a los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso como excepción dilatoria de “Falta de competencia y jurisdicción” y de mérito la de caducidad de la acción”, “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción de los derechos” y “Buena fe exoneración de sanción moratoria”.

A continuación se llevó a cabo la audiencia contenida en el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que se lograra la temprana composición del litigio, se resolvió negativamente la excepción previa propuesta, no se adoptaron medidas de saneamiento, ni se modificaron las bases fácticas del litigio, procediéndose al decreto de las pruebas, consistentes en las documentales aportadas con los libelos introductorio y de contestación. 
Agotado el debate probatorio, se dictó fallo que puso fin a la instancia, en el cual se declaró que si bien la demandante tenía derecho al reconocimiento de los valores causados por concepto de trabajo suplementario, los mismos habían sido cobijados con el fenómeno de la prescripción, corriendo igual suerte la indemnización moratoria.
El apoderado que representa los intereses de la parte que demanda, estuvo en desacuerdo con lo decidido por el Juez a-quo, por lo que interpuso recurso de apelación manifestando que este proceso no se trata del reconocimiento de la existencia de ese trabajo suplementario, pues el mismo fue reconocido por el ISS a través del acto administrativo respectivo, se trata del pago efectivo de dichos valores y de la indemnización moratoria correspondiente. Indica que el reconocimiento que hizo el ISS marca la exigibilidad de las obligaciones, y como el mismo se remonta al 31 de octubre de 2006, la prescripción comenzó a contarse desde allí, por lo que el término prescriptivo no ha operado. Respecto de la indemnización moratoria, estima que la misma es apenas una consecuencia del no pago.  
El recurso se concedió y se remitieron las diligencias a esta Sala donde se dispuso el trámite propio de la instancia.
Se decide lo pertinente con fundamento en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

En virtud de los factores territorial y funcional, esta Sala resulta competente para resolver el recurso de apelación interpuesto por el portavoz judicial de los actores.

Problema jurídico.

El dilema que la resolución del recurso de apelación entraña estriba en torno a si el término prescriptivo de las acciones laborales por cuenta de las reclamaciones realizadas por el Trabajador Oficial, corre a partir de la resolución administrativa que ordene el pago de tales créditos, con independencia de la fecha de la causación de la prestación. Insoslayable resulta la referencia a la renuncia tácita de la prescripción en orden a definir la cuestión planteada. De otro lado, semejante inquietud se deberá definir en lo concerniente a la indemnización moratoria, así pareciera que sólo fuere necesario acometer este examen en el evento de prosperar la primera inconformidad.
Delanteramente, es menester esclarecer que las disposiciones que sirvieron de sustento tanto al juez de la causa como al apelante no son de recibo al entrar a definir el asunto, como quiera que por imperativo mandato del artículo 4º del Código Sustantivo Laboral: “Las relaciones de derecho individual del trabajo entre la administración pública y los trabajadores (…) y demás servidores del Estado, no se rigen por este Código sino por los estatutos especiales que posteriormente se dicten”.
De tal suerte que salvo el precepto 151 que ciertamente figura en otra obra          – procesal del Trabajo y Seguridad Social-, el artículo 65 ni los cánones 488 y 489 de la obra sustantiva laboral son los llamados a gobernar la cuestión planteada en la demanda.

Desde esta perspectiva se pasa a examinar en el orden en que se estudiaron en la primera instancia ambos tópicos, vale decir, la prescripción y la indemnización moratoria. 

El argumento toral que en torno al primer punto se va lanza en ristre el impugnante, consiste en la distinción que el mismo elabora entre estos dos momentos: a. reconocimiento acerca de la “causación o existencia de los dominicales y festivos laborados (…)” y b. “pago efectivo de los valores correspondientes a esos derechos y la indemnización moratoria que se causa por el no pago de derechos reconocidos (…) que a la fecha hoy no han sido pagados” –fl. 56-.

Acorde con dicha dinámica dialéctica propone el recurrente que: “Si sólo se reclama el pago de esos derechos laborales el término de prescripción de los mismos debe contarse únicamente a partir del día siguiente a la fecha de la resolución 5342 de octubre 1º de 2006 es el acto por el cual la empresa demandada reconoce que esos derechos se han causado, los cuales no han sido pagados (…) sólo a partir de esta fecha son exigibles esas obligaciones (…)”.

Así las cosas, para el inconforme, para que una obligación de carácter laboral sea exigible, es menester que medie anteladamente el reconocimiento expreso del obligado. Esa es la respuesta que al interrogante “¿Desde cuándo son exigibles?” dio al expresar “(…) Son exigibles desde cuando la entidad empleadora reconoció la existencia de la obligación a su cargo, esto es, a partir del 1 de noviembre de 2006. Lo confirma en el numeral la parte resolutiva en su numeral primero de la resolución 5342 expedida por el Seguro Social (…) –fl. 57-.

Desde luego, que esta Sala de decisión no comparte dicha apreciación, dado que tal reconocimiento no lo exige la ley para que la obligación a favor del trabajador y con cargo al empleador, sea exigible, entendida ésta es, como la facultad o poder que la ley le otorga al acreedor o titular para solicitar en frente de su deudor el pago correlativo a su obligación de prestar el servicio, representada tal facultad o poder en un interés jurídico del cual no pende ningún plazo, condición o modo para hacer efectiva la prestación.
En punto a la exigibilidad o causación de los derechos laborales y el señalamiento preciso a partir de cuando se perfecciona, no podía quedar al arbitrio de los particulares y menos que tan neurálgico asunto quede a merced del reconocimiento del deudor. Es por ello que es el propio legislador el encargado de demarcar con exactitud la fecha a partir de la cual el trabajador se encuentra habilitado para realizar el reclamo, sin que se le oponga como ya se dijo un condicionamiento que impida la efectividad del pago. Mojón que es de gran trascendencia ya que será a partir de allí que se cuente el inexorable paso del tiempo que hará periclitar el derecho por fuerza del medio extintivo de la obligación denominado “prescripción”.
En orden a determinar cuándo se hace exigible una obligación, enseña el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria que: “ (…) se tiene que acudir, en primer lugar, a la norma sustancial que la regula y, en segundo término, identificada ésta, determinar, con fundamento en las pruebas allegadas y para el caso específico, en qué fecha ocurrió el supuesto de hecho que consagra la disposición pertinente”
.

Concluyó, el órgano de cierre que la exigibilidad no necesariamente surge a la terminación del contrato de trabajo “y en consecuencia, no siempre puede tomarse la data en que ello ocurre como punto de partida para contabilizar el término de prescripción de los derechos que surgen del mismo. Por eso y con ese fin, el juzgador debe remitirse a la fecha en que cada parte del contrato laboral está en la posibilidad, legal o contractual, de solicitarle a la otra, por estar causado, el reconocimiento y pago directo de la respectiva acreencia, o de buscar que ello se haga, en vista de su desconocimiento o insatisfacción, con la intervención del juez competente./ Lo anterior por cuanto, como bien es sabido, existen créditos sociales que se van haciendo exigible en la misma medida en que se va ejecutando el contrato de trabajo y otros que surgen al fenecimiento del mismo, entre los primeros, por vía de ejemplo, se pueden citar el auxilio de cesantía …”
.
Entre los segundos, se encuentra la prima de servicios, las vacaciones y los salarios, entre otros. A este último respecto: “Los salarios se hacen exigibles al vencimiento del período de pago pactado en cada caso”
. Como quiera que el concepto acá debatido, se contrae precisamente a salarios, esto es, a $1.446.480 que por dominicales y $279.854 por festivos de 2001 fueron reconocidos por el empleador, cada uno de ellos eran exigibles al vencimiento del período de pago, generalmente realizado al finalizar la quincena o mensualidad respectiva, por lo que si los “últimos salarios” causados en el mes de diciembre de dicho año, eran exigibles a partir del 15 o del 30 de Enero siguiente, el término no cobijado con la prescripción avanzaría hasta el 15 o 30 de enero de 2005, aunado a que el reclamo directo al patrono sólo se realizó el 26 de octubre de 2007 –h. 4 y fl. 13-, esto es, cuando la prescripción ya se había consumado.

Empero, como milita el reconocimiento expreso realizado posteriormente por el obligado a través de la resolución No. 5342 del 31 de Octubre de 2006 –fl. 7-, no se acompasa con los derechos mínimos del trabajador que se extingan todos sus derechos por prescripción –como lo declaró la primera instancia-, siendo que si bien tal medio fue alegado con la contestación de la demanda –fl. 28-, medió anteladamente la renuncia tácita a la prescripción. Al efecto, es menester señalar que: “la prescripción puede ser renunciada expresa o tácitamente; pero sólo después de cumplida./ Renúnciase tácitamente, cuando el que puede alegarla manifiesta por un hecho suyo que reconoce el derecho del dueño o acreedor (…)” – art. 2514 del C. Civil-.       
En otras palabras, el propio excepcionante había enervado los efectos de la prescripción por medio de su reconocimiento tácito –Resolución 5342 del 31 de octubre de 2006-, enervamiento que se puso de manifiesto después de haber ocurrido o consumado dicho medio extintivo, tal como lo exige el precepto legal recién memorado en aras de la aceptación de tal renuncia y por ende, dicho medio no podía salir avante, por lo que se revocará la decisión en tal sentido.
Si bien la renuncia de la prescripción no se encuentra reglamentada en la ley laboral, dicha renuncia es de recibo por remisión de normas del Código Civil, tal como lo ha pregonado el órgano de cierre en sentencias del 6 de septiembre de 1996, expediente 7565, del 11 de diciembre de 1998, radicación 11349, 18 de octubre de 2000, radicación 12890 y del 28 de febrero de 2005, radicación 23.244. Precisamente, aludiendo esa alta Corporación a la suspensión de la prescripción, que como la renuncia no cuenta con regulación propia en la ley laboral expresó:

“La suspensión y la interrupción de la prescripción son dos fenómenos jurídicos distintos, pero como la ley laboral no regula la figura de la suspensión, cabe aplicar, por remisión, las normas del Código Civil sobre el particular, como se indicó en sentencia del 6 de septiembre de 1996 (…) La ley laboral establece una prescripción que frente a la prevista en otras legislaciones, puede considerarse de corto tiempo, que procura la reclamación rápida, consecuente con la necesidad de definir ágilmente las controversias surgidas de una relación de trabajo. Sin embargo, esta proyección cede en ciertas situaciones especiales en las que el Estado debe especial protección a determinadas personas (…)”
. 
Ahora bien, si pudiera admitirse que la demandante equivocó la vía procesal en orden a enarbolar sus derechos, pues, había de acudir al proceso ejecutivo y no al ordinario –como acá lo hizo-, para hacer efectivo los derechos reconocidos en un acto administrativo previamente emitido por el deudor, resulta cuestionable y sumamente nocivo a los intereses de la trabajadora que además, se le cierre esa otra vía a través del cercenamiento de los efectos jurídicos de la única prueba que tiene como título ejecutivo para que se le amparen sus derechos en un eventual proceso ejecutivo laboral.  
El segundo punto a dilucidar concierne con la indemnización moratoria, a tono con la cual, podría entenderse que el no pago de las obligaciones reconocidas por una resolución administrativa, generaría dicha indemnización.
Aunque pudiera argüirse que la resolución administrativa como acto jurídico autónomo posee sus propios mecanismos en orden a que el titular ejerza los derechos en el evento de incumplirse lo estipulado allí en su favor, entre los que no se encuentra, precisamente, la indemnización moratoria, mas cuando la imposición de ésta entraña la contemplación tanto objetiva como subjetiva del comportamiento del obligado, aunado a que como ya se precisó en otra parte de este proveído, el artículo 65 de la obra sustantiva laboral –cuya aplicación se clama en esta contención- no es de recibo en tratándose de trabajadores oficiales por fuerza del enunciado del artículo 4º de aquella obra, no puede soslayar esta segunda instancia que la fuente de tal indemnización para el trabajador oficial se halla en el Decreto 797 artículo 1 parágrafo 2o. 
Este último disciplina que a partir del retiro o despido del trabajador el contrato sólo se considerará suspendido por un término de noventa (90) días durante el cual los funcionarios o entidades respectivas deben liquidar y pagar las deudas de trabajo; y que si vencido ese término no se ha hecho el pago o el depósito, “los contratos de trabajo recobrarán toda su vigencia en los términos de la ley”. La lectura que de antaño ha elaborado la jurisprudencia patria alrededor del comentado parágrafo ha sido el siguiente:
“(…) hay que entender que como el objetivo del plazo dado a la administración fue el de suspender la obligación inmediata a la terminación del contrato de pagar los salarios, las prestaciones y las indemnizaciones, para no hacerla exigible sino a su vencimiento el decreto sustrajo temporalmente de la relación jurídica la causa para cobrar perjuicios moratorios, mediante el desplazamiento de la ficción subsistencial del contrato por otra que lo consideró solamente suspendido. Mas como durante la suspensión, no obra la mora, por cuanto se está dentro del plazo, vencidos los noventa (90) días sin que se realizara el pago, era necesario, para hacer plenamente operante las consecuencias por el retardo en la cancelación de las deudas laborales, que se reincorporara a la relación jurídica la causa para pedir perjuicio moratorio, que fue lo que hizo el decreto al establecer que en este evento recobraría su vigencia el contrato en ficción. Por ello, el parágrafo 2º del artículo 1º del Decreto 797 de 1949, no hace otra cosa que establecer para la administración un sistema que le permite disfrutar de una oportunidad mayor en los particulares para el pago de las deudas de trabajo, consagrando una obligación de dar y hacer dentro de un plazo determinado, cuyo incumplimiento configura la mora para la administración, al tenor del ordinal 2º del artículo 1608 del Código Civil, y la hace incurrir en la sanción de los salarios caídos, en virtud de la ficción subsistencial del contrato’’
 –sublíneas fuera del texto-.   

De tal suerte que transcurrido el período de gracia de noventa (90) días, posteriores a la finalización del vínculo laboral celebrado entre la administración y el trabajador oficial, sin que a éste se le hubiesen satisfecho sus salarios, prestaciones sociales o indemnizaciones, causados a dicha terminación, le acarreará al obligado el reconocimiento en pro del asalariado, de un salario diario por cada día de retardo y no la reinstalación al puesto de trabajo como a través de una lectura desprevenida de la norma pudiera pensarse, según la inveterada posición de la Corte Suprema de Justicia, como acaba de verse, recabada recientemente al pregonar que:

“ (…) la Corte al plantear la imposibilidad del reintegro  que planteaba el artículo 11 de la Ley 6ª de 1945, planteó en esa oportunidad la tesis de la subsistencia ficcionada del contrato (…) contenida en sus sentencias del 27 de marzo de 1953, 17 de Junio de 1957 y 12 de agosto de 1980 (Rad. 7148), y, posteriormente, aquella que entendía ‘que el vínculo jurídico subsistente, aislado de la prestación del servicio, no envuelve la obligación de pagar salarios durante el término de gracia, pero sí desde que éste concluye, y hasta cuando se cubra al trabajador lo que se le adeuda o se haga el depósito ante autoridad competente, y que tal pago constituye una indemnización suplementaria de perjuicios, y cuya aplicación está condicionada a la buena o mala fe del empleador’, plasmada en su sentencia del 14 de julio de 1959, posición, posteriormente ratificada en el fallo del 17 de marzo de 1995 (…) y que aún hoy mantiene vigencia, por ser la posición mayoritaria de esta Corporación (…)”
. 
Naturalmente, que si el reclamo por el trabajo laborado en dominicales y festivos de 2001 no se encuentra fulminado por el fenómeno extintivo de la prescripción, al presentarse en este evento la renuncia tácita de la prescripción, antes de que se propusiera como medio exceptivo por la llamada a responder en esta contención, la deuda acarrearía al obligado el reconocimiento de la indemnización moratoria, en los términos acá expresados, vale decir, semejante al del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, con la salvedad de que no se contaría el período de gracia de los noventa días –siguientes a la desvinculación-, y siempre que adicionalmente concurra la mala fe patronal, la cual podrá desmontar el deudor aduciendo razones atendibles y serias sobre el no pago, acorde con la copiosa jurisprudencia que alrededor del punto se ha decantado.

Auscultando dicho fuero interno del obligado en orden a escrutar tales motivos serios y atendibles del no pago, advierte la Sala que su buena fe subsistió hasta el momento en qué profirió la resolución 5342 del 31 de Octubre de 2006, dadas las circunstancias relatadas en la resolución en torno a la escisión del empleador. Empero, el incumplimiento posterior a hacer efectivo lo manado a cancelar por virtud de dicho acto administrativo, no revela esa misma buena fe, sino que por el contrario, tal conducta omisiva es reprochable al no hallarse revestida de ninguna razón atendible digna de considerarse con miras a la exoneración de la indemnización moratoria.

En consecuencia, se revocará la decisión apelada y se ordenará que una vez en firme la Resolución 5342 con arreglo al Código Contencioso Administrativo y cinco días más, la demandada le cancelará a la demandante el valor de un salario mínimo diario para el 2003, fecha en el cual culminó el nexo laboral, por cada día de retardo, esto es $11.066,66 –por no haberse acreditado otro superior- hasta el momento de la solución total de la obligación liquidada por trabajo en días dominicales y festivos de 2001.

Costas en ambas instancias a cargo de la vencida en juicio. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley,

FALLA
REVOCA la sentencia revisada y en su lugar, dispone:

1- NO DECLARA PROBADA la excepción de prescripción formulada por la parte opositora.
2- ORDENA al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y en pro de HUELGOS HERNÁNDEZ, el pago de la suma de $1.426.334 por concepto de trabajo desarrollado en dominicales y festivos de 2001, previamente liquidados en la Resolución No. 5342 del 31 de Octubre de 2006.
3- CONDENA al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y a favor de MARIA NELLY HUELGOS HERNÁNDEZ, por concepto de indemnización moratoria a razón de $11.066,66 por cada día de retardo desde cuando la Resolución No. 5342 del 31 de Octubre de 2006, hubiese adquirido firmeza (CCA) y cinco (5) días más, hasta el día de la satisfacción total de la obligación por dominicales y festivos, liquidados en aquella resolución.

4- Costas en ambas instancias en contra del Instituto demandado.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA  
                   HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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